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12136 Sala Segunda. Sentencia 84/1990. de 4 de mavo, Recurso
de amparo 603/1988. Contra Sentencia del Juzgado de
Instrucción número 9 de Barcelona, condenatoria por
delito contra la salud pública, v de la Audiencia Prm'inciaf
de Barcelona, confirmatoria dé la anterior. Supuesta vulne­
ración del derecho de presunción de inocencia: Acril'idad
probatoria suficiel1te.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Fr!1ncisco Rubio Llorenle. Presidente, don Eugenio Diaz EimiL don
MIguel Rodríguez-Piflero :y Bravo-Ferrer. don José LUIS de los Mozos y
de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo. Magistrados, ha
pronuncIado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCiA

En el recurso de amparo núm. 603/1988, promovido por don José
Maria Vera Arjona. representado por la Procuradora doña María del
Angel Sam Amaro. y asistido por.eI Letrado don Manuel González
Ramos. contra la Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 9 de
Barcelona. condenatoria por delito contra la salud pública y de la
Sección Primera de la Audiencia provincial. confirmatoria en apelación.
Ha sido parte el Ministerio FiscaL Ha sido ponente el Magistrado don
Eugenio Diez EimiL quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecedentes

1. Don Jos~ Maria Vera Arjona dirigió al Tribunal Constitucional
un escrito. presentado en el Juzgado de Guardia de Barcelona. el 26 de
marzo de 198B v recibido en el Registro de este Tribunal el 4 de abril
siguiente por el 'que solicitó designación de Abogado y Procurador de
oficio para interponer recurso de ampero contra Sentencia del Juzgado
de Instrucción núm. 9 de Barcelona de 2 de diciembre de 1987. pidiendo
también la suspensión de su ejecución.

Los hechos consignados en dicho escrito fueron los siguientes:

a) En procedimiento oral de la Ley Orgánica IOjl98ü, el solicitante
de amparo fue acusado de un delito de tráfico de drogas.

b) En el acto del juicio. el testigo Miguel Angel Pertrini Sarti se
retractó de antenores declaraCIOnes prestadas ante la Poltcía y, a pesar
de ello. fue condenado como autor de un delito de tráfico de drogas
tóxicas pre\"isto en el arto 344 del Código Penal. a dos me'ses y un día
de arresto maVOL pena accesoria de suspensión del derecho de sufragio,
comiso de la 'sustancia y dinero ocupados y pago de costas.

e) Interpuesto recurso de apelación, fue desestimado por Sentencia
de la Sección Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona de 4 de
marzo de 1988, confirmatoria de la apelada.

Entiende el solicitante de amparo que se ha vulnerado el derecho a
la presunción de inocencia garantizado por el arto 24 de la Constitución,
«al faltar un mínimo de actividad probatoria que la desvirtúe),

2. Por providencia de 10 de mayo de 1988 se acordó acceder a lo
solicitado y por providencia de 23 de mismo mes ~,e tuvo por
nombrados como Abogado a don Manuel González Ramos y como
Procuradora a doña Maria del Angel Sanz Armero. otorg2lndoles plazo
para formalizar la demanda de amparo e instar el beneficio de justicia
gra~uita, lo que hicieron mediante sendos escritos presentados el 28 de
Jumo.

Los hechos en que se funda la demanda coinciden esencialmente con
los anteriormente consignados, añadiéndose a ellos que también otro de
los testigos. apellidado Robles, también se retractó en el juicio oral de
la declaración prestada en el atestado, manifestando haber declarado
~~bajc coacción». Se niega que el testigo Pertrini declarara en el Juzgado_
no SIendo cierto la aseveración recogida en la Sentencia del Juzgado de
que se acreditó la entrega de la droga.

En la fundamentación jurídica de la demanda se sostiene que
estamos ante una grave quiebra de las garantías constitucionales en
cuanto que (el recurrente en amparo ha sido condenado sólo por su
confeSIón ante la Policía, que no fue ratificada en el jUicio oral. ha sido
con~enad{) contra su testimonio ,en eSte acto de juicio oral y contra el
testimonIO de los otros testIgos. sm que se haya verificado nmguna otra
prueba en el juicio oral ~(y que en éste se produjo una reproducción
formularla de las aCtuaclOnes sumariales, ningún testigo ratificó sus
declaraCiones, mngún Policía compareció para ratificar las declaraciones
del atestado)), Insistiendo a contlOuación en estas afirmaciones a las
cuales añade que «no es cierta la aseveración recogida en la Sentencia
de que fuerun acreditados en el acto del juicio oral los hechos
constitutIvoS del delito de tráfico de drogas a traves dc la prueba
testifica!. negados :"Jor el acusado y el ((único testIgo compareciente).

Se ale~a, con ba~e en dIchos hechos, que no ha eXIstido prueba váhda
para deSVIrtuar la presunción de inocencia v se soliCIta. en su consecuen­
cia. que se otorguc el amparo, se anulen las Sentencias impugnadas) se I
reconozca el derecho del recurrente a la presuncIón de inocenCIa

3. El recurso de amparo fue admitido por providencia de 26 de
septiembre y, una vez recibidas las actuaciones se concedió al deman­
dante y al Ministerio Fiscal, por providencia de 19 de diciembre, el
plazo común de veinte días para formular alegaciones,

El demandante ratificó íntegramente en el escrito de demanda,
insistiendo nuevamente eoque «en el juicio oral no se ha practicado
pr.ueba alguna que justificara el delito por el que se ha condenado a mi
representado, se le condenó sólo en base al atestado de la Policía, que
no fue ratific<ldo en el juicio ora1»,

El Ministerio Fiscal interesó la denegación del amparo con base a
que, tanto el Juzgado como la Audiencia. contaron con las siguientes
pruebas:

a) Declaración ante la Policía del codetenido Pertrini en el que
re(onoce quc recibió la droga de Vera Arjona, Este "detenido, en juicio
oral. reconoció que se había saludado con Vera. contradiciendo lo dicho
por éste, en declaración ante el Juez con presencia de Letrado, ,de que
no conocía <l Pertrini.

b) Declaración ante la Policía del codetenido Robles en el mismo
sentido acus<ltorio.

e) Atestado de la Policía en el que constan manifestaciones de dos
Policías. (repetidas después en el juicio orab). que cuentan la ocupación
de la droga a Pertrini y Robles. que los vieron juntos con Vera y que
entre ellos se pasaban algo: análisis de la sustancia intervenida con el
resultado de ser «haschis)): relato de reconomiento comenzado a
practicar <1 Vera v actuación de éste: manifestaciones prestadas ante
los Policías por lós detenidos. que los Policías confirman en el juicio
oral, y

d) Acta del juicio oral. en el que aparecen las declaraciones de los
dos Policías en el sentido señalado.

De lo expuesto concluye el Ministerio Fiscal que no ha existido
vulneración de la presunción de inocencia en cuanto que, en el juicio
oral, han declarado dos testigos. que son los Policías que practicaron la
detención. habiéndolo hecho de manera que la defensa y la acusación los
han sometido a preguntas y. por lo tanto, a contradicción y que, en tales
circunstancias no puede afirmarse que no ha existido prueba de cargo.

4. En pieza separada se dictó Auto de 19 de diciembre por el que
acordó suspender la ejecución de las Sentencias objeto del amparo y. por
providencia de 19 de marzo, se senaló para deliberación y votación el
día 7 de mayo, a las once horas.

II. Fundamentos juridicos

l. En este recurso de amparo se denuncia vulneración del derecho
a la presunción de inocencia. que se fundamenta en el hecho de que el
demandante ha sido condenado par dclito de tráfico de drogas con base
exclusiva en las diligencias policiales y sumariales, puesto que en el
juicio oral éstas·fueron reproducidas de manera formularia. sin que se
practicara más prueba que la declaración del acusado, que negó su
participación en los hechos perseguidos, y la declaración de un testigo,
que se retractó de sus anteriorcs declaraciones, sin que ningún agente de
Policía compareciera para ratificar las actuaciones del atestado,

Se alega, por consiguiente, la ausencia de prueba incriminatoria
váhda que permita al Tribunal sentenciador tener por deSVirtuada la
presunción de inocencia que protege constitucionalmente al solicitante
de amparo,

2. La presunción de inocencia, según constante y reiterada doctrina
constitucional, exige que la condena penal venga fundada en pruebas,
practicadas en el juicio oral con las debidas garantías procesales. que
contengan elementos inculpatorios respecto a la participación del
acusado en los hechos delictivos enjUIciados, pudiendo también inte­
grarse en la convicción judicial de culpabilidad los actos de investigación
policiales)' sumariales, y, en concreto, además de los supuestos de
prueba preconstituida, las declaraciones testificales prestadas ante la
Policía y el Juez Instructor con las formalidades estableCidas en la
ConstituCIón y en el ordenamiento procesal. siempre que sean reprodu­
cidas en el juicio oral, no a través de simples fórmulas rituarias, sino en
efectivas condiciones de inmediación. que hagan posible el debate sobre
su garantía y verosimilitud -por todas. STC 107/1989.

Ue conformidad con dicha doctnna, en el supuesto de ser ciertas las
afirmaCIones fácticas que se contienen en la demanda y correspondiente
escrito de alegaciones, sería obligatorio reconocer, en principio. que la
pretensión de amparo aquí ejercitada viene dotada de sólida fundamen­
tación y procedería, en su consecuem..'ia. entrar en el análisis de las
condiCIones y garantías en que se realizaron las pruebas practicadas en
las dihgenclas policiales y. sumariales así como el grado de contradicción
con que se reprodujeron en el juicio oral, al objeto de determinar si. en
virtud de todo ello. el Tnbunal dispuso, en el juicio oral, de elementos
probatOriOS suficientes \OclUIda la retractación del testigo que prestó
declaración en el mismo v su verosimilitud en relación con sus
anteri()re~ declaraciones. -para formar válidamente su juicio de culpabi­
lidad.
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Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don José Maria Vera Arjona,
imponiéndole las costas causadas y sanción pecuniaria de cincuenta mJ1
pesetas. y dejando sin efecto la suspensión de la ejecución de las
sentencias impugnadas.

Publiquese esta Sentencia en el (~Boletín Oficial del EstadQ)).

Dado en Madrid a cuatro de mayo de mil novecientos
novcnta.-Francisco Rubio L1orente.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereljo.-Flrmado y rubricado.-El Secretario
general.

judiciales. que se mantienen en el escrito de alegaciones, a pesar de que
éste se formulara teniendo a la vista dichas actuaciones.

FALLO

En atención a .10 expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QVE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN

ESPAÑOLA

3. EntIenden los demandantes de amparo que se ha vulnerado, su
derecho a un proce~o sin dilaciones indebidas (art. 24.1 de la Constitu­
ción). Para apoyar su pretensión invocan la doctrina de este Tribunal
conwnida en las SSTC 26/1983.119/1983,36/1984 Y 5/1985. así como
la del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos contenida en la
Sentencia de 13 de julio de 1983 (caso Zimmermann \' Steiner).

Solicitan que. con estimación del presente recurso. ~e les otorgue el
amparo impetrado y, en consecuencia, se les reconozca el derecho a que
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de los de San Fellú de
Llobregat se señale de nuevo. sin dilación alguna. la diligencia de vista
y. una vez efectuada dicha diligencia. se dicte Sentenci<l en el plazo de
tres días. y se dedare su derecho a obtener reparación de los danos)
perjuicios ~ufridos por el retraso padeCIdo frente a la AdminIstraCión
Pública.

4. La Sección Primera de este Tribunal. por providencia de 10 de
octubre de 1988, acordó admitir a trámite la demanda de amparo y
recabar del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de los de San Feliú de
Llobregat la remisión de certificación o fotocopia adverada de las
actuaciones correspondientes a los autos tramitados bajo ef número 386i86­
1 Y el emplazamiento de quienes sean partes en dicho procedimiento, con
exclusión dl' los demandantes de amparo y de quienes quisieran coadyuvar
con éstos o formular cualquier Impugnacion y les
hubiere transcurrido el plazo que la Ley Orgánica de este Tribunal
establece para recurrir.

Una vez recibidas las actuaciones y acreditada la realización pGr el
Juzgado de los emplazamientos para los que fue requt.'rido, por
providencia de 26 de abril de 1989 se acordó dar vista de aquéllas a la
representación de los solicitantes de amparo y al Ministerio Fiscal para
que. por el plazo común de veinte dias. formulasen las alegnciones que
tuviesen por pertinentes.

5. Por escrito presentado el día 23 de mayo de 1989. los demandan­
tes de amparo han reiterado los argumentos vertidos en su demanda,
haciéndose eco de la doctrina contenida en la STC 50/1989_ En el
supli~o del referido escrito solicitaron el recibimiento a prueba y que se
practIcara prueba documental consistente en que se recabara del
Ministerio de Justicia un informe cabal. detallado v concreto de la
situación en que se han encontrado los Juzgados del pánido Judicial de
San Fehú de Llobregat entre los anos 1983 a 1987. Esta petIción fue
rechazada por Auto de 3 de julio de 1989

6. Dentro del plazo concedido en la providencia de 27 de abril
de 1989. el Ministerio Fiscal presentó su escrito de alegaciones, en el
que solicita se declare la procedencia del recurso de amparo en cuanto
a la vulneración del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas,
adoptándose las medidas interesadas, denegándose en cambio la: peti­
ción de que se declare el derecho de los recurrentes a obtener la
reparación de los daños y perjuicios sufridos por el retraso, sin perjuicio
de que puedan hacer valer sus derechos ante los órganos jurisdiccionales
competentes o ante la- propia Administración.

Para fundamentar tal pedimento, el Fiscal ante el Tribunal Constitu­
cional afirma. tras exponer la doctrina al respecto del Tribunal Europeo
de los Derechos Humanos, que el retraso habido en el caso debatido no
encuentra justificación en ninguna de las circunstancias objetivas o
subjetivas que en ocasiones pueden en cieno modo Justificar el retraso
o paralización de las actuaciones judiciales. Al no haber proveído el Juez
el escrito de la pane aetora, ahora recurrente en amparo. en el que
denunciaba el retraso l~n el pronunciamiento de la Sentencia. se

Sala Segunda. Sentencia 85/1990, de 5 de mayo. Recurso
de amparo 770/1988. Contra ausencia de resolución Judi­
cial en autos sobre resolución de contrato de arrenda­
miento, de' Juzgado de Primera Instancia numo 1 de San
Feliu de Llobregat (Barcelona). Derecho a un proceso sin
dilaciones indebidas.

EN NOMBRE DEL REY

1. El día 28 de abril de 1988 tuvo entrada en el Registro General
de este Tribunal un escrito por virtud del cual el Procurador de los
Tribunales don Eduardo Morales Price, actuando en nombre y represen­
tación de doña Elena Cardona Ribas y don Tomás Gaspa Pahissa,
interpuso recurso de amparo contra la ausencia resolución judicial en el
procedimiento 383/86-1, del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
los de San Feliú de Llobregat (Barcelona).

2. La demanda de amparo se funda. en síntesis, en los siguientes
antecedentes fácticos:

a) En fecha 12 de marzo de 1987 se dictó por el referido Juzgado
de Primera Instancia. providencia por la que, en el procedimien­
to 383/86-1, se señalaba diligencia de vista para el día 21 de abril
de 1987, a las diez horas, la cual se llevó a efecto en el día y hora
señalados.

b) Transcurridos más de doce meses desde dicha fecha sin que se
dictara Sentencia, fue presentado. en fecha 12 de abril de 1988, por la
entonces representación de los demandantes de amparo un escrito en el
que se denunciaba la vulneración del art. 24 de la Constitución, en el
sentido de una falta de tutela efectiva y del derecho a un proceSo sin
dilaclOnes indebidas. solicitando que se resolviese lo procedente en
relación al nuevo señalamiento de la diligencia de vista y, una vez
efectuada dicha diligencia, se dictase Sentencia, en el plazo de tres días.
no habiéndose dictado resolución alguna. ni siquiera proveyendo el
referido escnto. en la fecha en que este recurso de amparo fue
mterpuesto.

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 770/1988, interpuesto por el PrOcura­
dor de los Tribunales don Eduardo Morales Price. actuando en nombre
y representación de doña Elena Cardona Ribas y don Tomás Gaspa
Pahissa. quienes han sido asistidos por el Letrado don Joan A. Solsona
Camps. contra la ausencia de resolución judicial en los autos 383/86-1.
sobre resolución de contrato de arrendamiento de local de negocio. del
Juzgado de Pnmera Instancia núm. I de los de San Feliu de Llobregat
(Barcelona). Ha comparecido d Ministerio Fiscal, siendo Ponente el
Magistrado don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien expresa
el parecer de la Sala.

Pero resulta que los hechos en que se apoyan los escritos del
demandante de amparo son radicalmente inexactos. puesto que en el
acta del juicio oral, documento fehaciente cuya veracidad no ha sido
puesta en duda, consta que en el mismo, en presencia del acusado y su
defensor, dos agentes de Policía, ratificando las diligencias del atestado,
testimonian, en perfecta congruencia con las iniciales declaraciones d.e
los dos testigos, haber procedido a la detención del acusado, después de
observar que intercambiaba con dichos testigos algo, que resultó ser,
según dictamen de la Sección de Ordenación Farmacéutica del Ministe­
no de Sanidad y L01l5UOI0, una partida d.e 5,25 gramos de ~(Cannabis

Satiba» en su denominación de «haschis)), la cual ocuparon así como
1.000 pesetas. importe de la mitad del precio de la mercancía, que no
llegaron a pagar en su totalidad por la inmediata intervención de dichos
Policías.

Es evidente que tales declaraciones testificales son, por sí solas,
prueba de cargo suficiente para que el Tribunal sentenciador, en
ejercicio de su exclusiva facultad de libre convicción. pueda tener por
destruida la presunción de inocencia y, por tanto, proceda, sin necesidad
de más consideraciones, denegar el amparo solicitado e imponer al
demandante las sanciones previstas en el arto 95 de la LOTC, pues es de
todo punto evidente la temeridad y mala fe en que incurre un recurso
que viene exclusivamente fundamentado en una tergiversación y falsea­
miento conscientes y deliberados del contenido de las actuaciones

12137

La Sala Se~unda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco RublO Llorente. Presidente; don Eugenio Díaz Eimil. don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo, Magistrados, ha
pronunciado


